En la ciudad de General San Martín, a los_21_días del mes de junio de 2011 se reúnen en acuerdo ordinario los jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Ana María Bezzi, Jorge Augusto Saulquin y Hugo Jorge Echarri para dictar sentencia en la causa Nº 2541/11, "C., R. J. c/ Poder Judicial s/ Pretensión anulatoria”. 




A N T E C E D E N T E S
 I. El 4 de octubre del 2010 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 de San Isidro dictó sentencia definitiva por la que: 1. Hizo lugar a la demanda promovida por el Dr. R. J. C.; 2. Declaró la nulidad de las Resoluciones N° 65/08 (22/2/2008) y la Nº 94/07 (13/3/2007), por las que se impuso al actor sanción de apercibimiento grave, en el marco de las actuaciones administrativas N° PG 023/05, ambas emanadas de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires; 3. Ordenó a la accionada se abstenga de consignar cualquier tipo de antecedente respecto del objeto de esta litis en el legajo personal del actor; y 4. Declaró que las costas sean soportadas por su orden (art.51 CCA).

Para así resolver:

I.I. Tuvo en cuenta que el Doctor R. J. C. se presenta promoviendo demanda contencioso administrativa contra la Procuración General ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, con el objeto de impugnar la Resolución Administrativa N° 65/08, dictada el 22 de febrero de 2008 por el Sub Procurador General, mediante la cual se rechazara el recurso de reconsideración interpuesto contra la Resolución 94/07 del día 13 de marzo de 2007, que impuso la sanción de apercibimiento grave en el marco de las actuaciones administrativas N° PG 023/05. 

Expresó que, en dicha presentación, el actor sostuvo:

i) que los actos cuestionados son nulos por los vicios insalvables  de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta que contienen; 

ii) que las resoluciones fueron dictadas por una autoridad incompetente, la cuales carecen de la debida motivación, siendo además violatorias de los principios constitucionales básicos como el de legalidad y razonabilidad;

iii) que la imposición ilegítima de dicha sanción le causa un gravamen irreparable, en tanto constituye un antecedente negativo en su legajo perjudicando su carrera profesional; 

iv) que las presentes actuaciones fueron iniciadas con motivo de la denuncia efectuada por el Fiscal General de Junín en la IPP N° 861/05 caratulada “R. D. R. s/ suicidio”;  

v) que, en el marco de dicha investigación se habría comprobado que el nombrado R. –quien se encontraba detenido producto de las causas nº 1765, nº 1322 y nº 1939 de la Fiscalía por entonces a su cargo- contaría con 17 años de edad; 

vi) que, por tal razón se le imputó, junto a otros funcionarios de la Defensa Oficial, irregularidad administrativa, por no haber identificado y/o confirmado los datos personales del nombrado;

vii) que, en el expediente administrativo que se instruyera en su contra, se dictó la resolución N° 94/07 mediante la cual se le aplicó la sanción de apercibimiento grave, como consecuencia de haberse violentado lo normado por los artículos 61, 151, 266 inc.4, 311 y 319 del C.P.P.; 

viii) que, en dicho resolutorio, de manera totalmente arbitraria, no se consideraron los distintos argumentos que vertiera en su presentación, ni se produjo toda la prueba que consideró hacía a su derecho de defensa en juicio; 

ix) que, contra dicha resolución, interpuso recurso de reconsideración, el que, con fecha 22 de febrero de 2008, y a través de la resolución 65/08, fue denegado; 

x) que la  Procuración General, excedió el límite de sus atribuciones, dado que no tenía competencia para sancionarlo, por haber perdido la potestad que le era propia; 

xi) que las actuaciones mencionadas fueron promovidas en abril de 2005, que en septiembre del mismo año se transformaron en sumario administrativo y que contestó la vista conferida en virtud del art. 23 de la resolución 1233, el día 10 de noviembre de 2005. Que un año después, el 3 de noviembre de 2006, fue designado Juez de Garantías en lo Criminal y Correccional. 

xii) que en la Resolución 65/8, cuya nulidad propugna, se rechazó el planteo que se introdujera respecto de la falta de potestad disciplinaria, con fundamento  en que en una resolución de la SCBA del 30 de mayo de 2001, el máximo Tribunal Provincial estableció que dicha potestad disciplinaria no cesaba en caso de traspaso de agentes. Expresó que dos meses después  del dictado de la mencionada resolución, es decir, el día 9 de agosto, se dictó la Resolución N° 1233 que estatuye el Reglamento de Procedimiento Disciplinario para los miembros del Ministerio Público. 

 Y que en su artículo 1º, establece que: “Se regirán por las disposiciones del presente, las investigaciones tendientes a determinar la responsabilidad administrativa de magistrados, funcionarios y empleados del Ministerio Público por incumplimiento de leyes, acuerdos o resoluciones e instrucciones de la Procuración General que regulen su función o instrucciones impartidas por los restantes magistrados integrantes del Ministerio Público”; 

xiii) que por ello, la Procuración carecía de potestad sancionatoria a su respecto, lo cual conlleva sin duda alguna a la declaración de nulidad del acto administrativo correspondiente a su sanción; 

xiv) que el Sub Procurador General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires mediante la Resolución N° 65/08, rechazó el recurso de reconsideración interpuesto, con fundamento en los artículos 12 y 14 de la Ley 12.061 y 189 de la Constitución Nacional, únicas normas citadas e invocadas para rechazar el planteo serio y con distintas citas legales que formulara al momento de interponer el recurso de reconsideración;

xv) que en el sumario administrativo que concluyó con la imposición de la sanción de apercibimiento grave, se violó su derecho al debido proceso, en cuanto no contó con los antecedentes de hecho y de derecho suficientes, ni fue adecuadamente motivado, dejando sin resolver diversos planteos realizados; 

xvi) que se violó el debido proceso en el trámite del procedimiento administrativo, privándolo de defensas esenciales, como ser haberle rechazado la prueba informativa ofrecida; 

xvii) que a la luz de todo lo expuesto, quedaba claro que la decisión de la Procuración General, por medio de la cual se le aplica la sanción disciplinaria de apercibimiento grave, contenía vicios y defectos que la descalifican como acto válido, resultando contraria a la Constitución Nacional y a los tratados internacionales, por ser violatoria del principio de legalidad y defensa en juicio, ofrece prueba que hace a su derecho y funda en derecho. 

I.II. Sigue el a quo relatando que el actor amplia su demanda y manifiesta que nunca le fue notificado el informe agregado al expediente administrativo N°P.G 23/05, dictado  por el Sr. Prosecretario de Control Interno de la Procuración General de la Suprema Corte, impidiéndole de esta manera ejercer el derecho de defensa en juicio.  

I.III. El sentenciante refiere que la fiscalía contesta demanda solicitando su rechazo, sostiendo en su descargo: 

  i) que luego de realizar un relevo del suicidio de D. R. R., del sumario administrativo iniciado al actor, y de los antecedentes de las causas penales N° 1765, 1939, 1322, entiende la accionada, que la demanda resulta completamente infundada; 

ii) que no obstante carecer de certeza sobre la exacta edad del menor, el Agente Fiscal C., al igual que otros funcionarios judiciales, omitió practicar todas las medidas que estaban a su alcance, para evitar que fuese alojado en una unidad carcelaria para mayores; 

iii) que la sanción de apercibimiento grave, impuesta por la Procuración General de la SCBA al Dr. C., debe estimarse leve frente a la gravedad que tuvieron los hechos antes narrados, los cuales concluyeron con la muerte de un menor de edad;

iv) que también debe desestimarse el argumento del actor, referido a que la Procuración General perdió su potestad disciplinaria cuando fue designado Juez de Garantías en lo Criminal y Correccional en San Isidro; 

v) que la conducta que se le reprocha tuvo lugar durante los años 2004 y 2005, y que el sumario se le inició el 25 de febrero de este último año. Que su posterior designación como juez, ocurrida el 3 de noviembre de 2006, jamás pudo impedir válidamente que se investigue y sancione su conducta como agente Fiscal; 

vi) que contrariamente a lo que estima el accionante, la Resolución del 30 de mayo de 2001 que declara la potestad disciplinaria, no cesa en caso de traspaso de agentes. No se opone a la Resolución 1233/01; 

vii) que esta última Resolución, regula el procedimiento disciplinario aplicable a los agentes del Ministerio Público y por lo tanto se complementa con la anterior; 

viii) que de todos los fundamentos antes expuestos, resulta ineludible que, contrariamente a lo aducido por el actor, los actos administrativos aquí cuestionados, tienen una adecuada causa y motivación. Ofrece como prueba el expediente administrativo P.G 23/05. 


I.IV. Analiza el a quo las actuaciones administrativas y  judiciales que en originales y en copias fueron agregadas: 


i) expediente Administrativo PG 023/05 por el que se tramitara el sumario administrativo seguido contra el actor; (v. fs. 64/969);


ii) I.P.P. Nº 861/05 “R., D. R. s/ Suicidio”;


iii) expediente Administrativo Nº 21.211-5100/05 (en copias simples) del Servicio Penitenciario;


iv) causa 1765 y acumuladas 1939 y 1135 seguidas a D. R. R. s/ robo simple y la 2005; la Nº 3102 por delito de privación ilegal de la libertad y evasión.


I.V. A continuación, el sentenciante considera que tres son las cuestiones centrales que se ventilan en este proceso: 

i) la nulidad de las resoluciones de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 94/07 del 13 de marzo de 2007 y 65/08 del 22 de febrero de 2008 que rechazara el recurso de reconsideración contra la primera, por contener vicios de arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta;


ii) la nulidad de las referidas resoluciones por incompetencia del órgano que las emitió;


iii) el tratamiento sobre la validez de las resolución 94/07 y su consecuente 65/08 por incumplimiento de las pautas fijadas por la propia resolución 1233 en que la instrucción sustenta su procedimiento sumarial.


I.VI. A renglón seguido, el a quo analiza si el acto es nulo por arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta y considera:


i) que en el “VISTO” de la Resolución 94/07 recaída en el expediente P.G. 023/05 (v. fs. 159 del mismo) se expresa: “…se acreditó como edad del occiso la de diecisiete años a la fecha de su fallecimiento…”;


ii) que en la contestación a la demanda, el fisco provincial, argumenta que la partida de nacimiento “goza de plena fe, pues no ha sido redargüida de falsa en la demanda…” (v. 993 vta.) y (v. fs.992 vta.) y que “está por demás probado, con las constancias obrantes en los expedientes de esta causa que era factible averiguar con certeza la correcta edad del menor. En tal sentido, reitero que se logró acreditar tal extremo en tan solo tres días luego de producirse su fallecimiento”;


iii) que en el expediente P.G. 023/05 cuando a fs. 17 el Doctor Ignacio Perrino, Prosecretario de Control Interno de la Procuración General, refiere que: “…se desprende de lo actuado que en menos de tres días fueron ubicados familiares del menor y acreditada en forma fehaciente su edad…”;

iv) que en la IPP 861/05 y a fs. 10 (v.fs. 565) obra copia del certificado de nacimiento de D. R. R. Ese certificado fue acercado por una persona que dijo ser la madre del referido y que se correspondía con quien estaba detenido y se suicidara, al que reconoció;


v) que a fs. 11 de la referida “IPP” (fs. 566 esta causa) se presenta una persona que “…dice ser y llamarse: R. A. G.…resultando titular del Documento de Identidad tipo DNI Nro. ……. que recuerda en este acto…” “y …manifiesta RECONOCER sin dudas a un cadáver como el de la persona de quien fuera en vida D. R. R., 17 años de edad, DNI Nro. …………”;


vi) que el Oficial Sub Inspector Daniel A. Benozzi, que es quien labra el acta de declaración no ha consignado en la misma que la declarante haya acreditado de alguna forma su identidad. Por lo que se puede concluir que, con su sola declaración se lleva a cabo el reconocimiento y es entregado el cuerpo del occiso.


vii) que “…Esta cuestión no es de menor importancia en tanto que la instrucción sumarial se ha fundado en la misma para imputar la falta al actor…”;


viii) que a fs. 18 vta. del Expediente Administrativo P.G. 023/05 el instructor sumariante refiere: “…no se requirió partida de nacimiento, advirtiéndose que los datos aportados por D. R. sobre sus progenitores y su propio nombre eran exactos…” y a fs. 23 vta. agrega: “…Se constatará, luego del suicidio del joven R., que éste no había falseado su identidad (ver partida de nacimiento obrante en IPP 861/05)”; y el referido instructor “advierte” que los datos aportados por D. R. eran exactos y que se constata que no había falseado su identidad.


ix) que: “…de las causas agregadas no surge clara, objetivamente y concordantemente que quien fuera apresado y se suicidara hubiera aportado datos como para aseverar que no había falseado su identidad…”;

x) para sostener lo expuesto, que: “…En la causa Nº. 1939 y a fs. 2 obra “Acta de Procedimiento” de fecha 20 de enero de 2004 por la que se deja constancia de la “APREHENSION de quien dijo ser y llamarse J. DE LA C. R.…” y a fs. 2 vta. se agrega: “…Acto seguido se procede a labrar la presente comisionando personal policial se avoque a certificar el domicilio y la edad de J. DE LA C. R.…” En las referencias posteriores de esa causa se hace referencia a D. R. R. (v. fs. 8) y se lo hace como “mayor de edad” (v. fs. 9) A fs. 11 el Sub Comisario Miguel Angel Suarez consigna como imputado a J. DE LA C. R., volviendo a fs. 14, el mismo funcionario y en la misma fecha, a hacer referencia a D. R. R.. Con este nombre integra la carátula de la causa (v. fs. 15 y vta.) A los fines de determinar la identidad y edad del detenido, una comisión policial concurre al domicilio denunciado por la defensora oficial, Dra. Alicia Sosa, con resultado negativo. (v. fs. 21 y 22) En el examen médico de fs. 30 los peritos refieren que entrevistan a quien la custodia policial presenta como “D. D. R. R., quien dice ser indocumentado, desconocer su fecha de nacimiento…”

A fs. 32 vta. y ante el actor, declara el referido, manifestando que “NO SABE su fecha de nacimiento, tal como ya lo dijo el día de ayer…” DNI nro. NO POSEE y tampoco fue inscripto nunca en el Registro Civil…” “…Que de mayor es la primera vez que está detenido…” A misma foja asimismo había declarado tener 17 años y estar apodado: “papito” A fs. 43 consta como edad la de 18 años.

A fs. 66 obra constancia de nueva detención, a la que se llegó por haberse evadido, del referido R., consignándose como edad, la de 19 años.(v. fs. 69) Con relación a la identidad del mencionado, en la IPP 1765 que por cuerda obra agregada asimismo a las presentes, consta que se apodaba “El Cochero” y que, en ese expediente, el denunciante Christian David Meza, refiere que teme por su seguridad porque “el imputado es menor de edad” “…y que al otro día vuelve a la calle y teme por su seguridad y la de su familia…” “Que tomó razón de que este menor viene fugado de Santa Fe, por haber matado un policía” (El subrayado me pertenece) En la ya referida I.P.P 861 seguida por el suicidio del nombrado R. y que en copias se encuentra agregada a esta causa, a fs.586 el referido manifiesta tener un hermano de nombre “J. C.” (v. asimismo fs. 587) y tener por apodo “Cochero” Asimismo consta en estas últimas actuaciones que tenía tatuajes con las inscripciones: “D.”; “Marcelo” y “Madre” (v. copia de fs. 568 vta. de estas actuaciones)…”;


xi) que: “…Entonces, no se desprende de los actuados, como sostiene el Dr. Ignacio Perrino a fs. 17 del Expediente Administrativo PG 023/05, que en menos de tres días fueron ubicados familiares del menor y acreditada en forma fehaciente su edad. No encuentro acreditada la identidad de quien dijo ser su madre y acompañó el certificado de nacimiento que en copia luce a fs. 565 de las presentes.

No encuentro fehacientemente acreditado que ese certificado de nacimiento se corresponda con la persona que se suicidara.

No me expido sobre la autenticidad del certificado de nacimiento, situación que incorporara a su esquema argumental la accionada, cuando hace referencia en la contestación a la demanda a la necesidad de argüir de falso el dicho certificado (v. fs. 988/994) puesto que lo que se está analizando no es la autenticidad de dicho certificado sino de a quién pertenece el mismo, y quien se corresponde con el nombre al que se refiere.

Pues, tal como lo sostiene la actora no se cuenta con elementos como huellas digitales que permitan la correcta identificación.


Las constancias referidas supra dan cuenta asimismo que el mentado R. falseó su identidad, pues dijo ser indocumentado, ser mayor de edad, ser menor, llevar como apodo “Cochero”, y también “Papito” en distintas causas y en distintos momentos. Dijo llamarse J. De La C. R. y D. R. R. en distintas oportunidades. Es arbitraria en consecuencia, la conclusión a la que arribara el Dr. Ignacio Perrino en el sentido de que “luego del suicidio del joven R., que éste no había falseado su identidad…” (v. fs. 23 vta. Expte. PG 023/05)”;  


xii) que se le impidió al actor probar que el mentado R. no era el que figuraba en el certificado de nacimiento (v. fs. 116 vta., 117 y 117 vta. Expte. PG 023/05) con el argumento de que la prueba ofrecida en ese sentido: “…no resulta conducente para el objeto del sumario, deviene improcedente su producción (art. 27 resol. 1233/01) toda vez que esta investigación tiene por fin analizar los recaudos legales adoptados por los actores del proceso para determinar la edad de D. R. en los distintas causas que han intervenido, y es violatorio del principio de congruencia, desviarse sobre el examen de la investigación Penal Preparatoria Nº 861/05 de trámite ante la UFI nº 5 de Junín. Como asimismo no resulta éste el ámbito apropiado para observar la documentación que determina la fecha nacimiento del encausado D. R.…”;

xiii) que no menciona el Instructor en qué ámbito el actor debía observar esa documentación; por lo que si consideraba apropiado que el actor debía presentarse en la causa penal, debió cuanto menos mencionarlo y enmarcar debidamente en qué carácter lo debía llevar a cabo, y no lo hizo, colocando al actor en flagrante indefensión. 


El a quo entiende que se ha conculcado el derecho que emerge del artículo 18 de la Constitución Nacional, y que otros elementos han sido tenidos en cuenta por los intervinientes para determinar su mayoría de edad, ante la falta de documentación, como por ejemplo su contextura física (v. fs. 71 Expte. Adm. PG 023/05) identidad (v. fs. 82 mismo expediente);


xiv) que el actor ha referido, sin ser escuchado, que es común que los implicados en ilícitos cambien la identidad con hermanos o conocidos, por eso creyó necesario la producción de prueba en ese sentido, la que fue desestimada; que el mentado R. contaba, según su decir, con un hermano de nombre J. C. R. (v. IPP 861 –fs. 586 y 587 de las presentes), y que R. asimismo refiere ser en alguna oportunidad J. de la C. R. (v. fs. 2 Causa Nº 1939) identidad que luego le otorga a un hermano;


Expresa, que la cuestión está en saber quién era D. R. R., a quién pertenece efectivamente el certificado de nacimiento acompañado; y asimismo en determinar quién se trasladó a Boulogne, si D. R. R. o J. de la C. R..


Destaca que si quien presentara el certificado de nacimiento –efectivamente- era la progenitora de ambos, no puede tener certeza el a quo, de que haya acompañado la acreditación correspondiente al occiso puesto que bien podía tener interés en tergiversar la verdad;


Recalca que: “…Apodos como “Cochero” o “Papito”, Nombres como, J. de la C. R. o D. R. R.. Tatuajes del occiso con el nombre, presumiblemente de personas queridas como: “Marcelo” y “Madre” junto extrañamente con “su” propio nombre: “D.”. Lo que puede determinar dos cosas, o que tenía un fuerte egocentrismo o que “D.” se corresponde con su hermano. (v. fs. 568 vta. Causa 861/05 –transcripción de la autopsia-) Son todas circunstancias que ponen una duda razonable sobre la identidad del implicado. Más aún, a partir de los datos que obran en las causas referidas…”; 


Con lo que, el sentenciante, concluye que no está acreditado, en modo alguno, que la identidad que consta en el certificado de nacimiento de referencia, se corresponda con el occiso. 


Por su parte, agrega que son arbitrarios los fundamentos de la sanción: que no se puede afirmar sin caer en el absurdo que “…los datos aportados por D. R. sobre sus progenitores y su propio nombre eran exactos…”. Por el contrario, considera que todos los antecedentes señalados y referenciados supra dan cuenta que, los datos aportados por quien concluyera suicidándose eran erráticos.


 I.VII. Seguidamente, el a quo, analiza el planteo de la nulidad por incompetencia del órgano sancionador. Al respecto textualmente dijo:


“…III.- 1.- Es el turno de analizar ahora, el planteamiento de la nulidad por incompetencia del órgano sancionador.

El actor a fs. 40 vta./42 de su libelo inicial esgrime que la Procuración General excedió el límite de sus atribuciones, “dado que no tiene competencia para sancionar al actor por haber perdido su potestad disciplinaria con respecto al mismo, al haber sido designado Juez de Garantías en lo Criminal y Correccional en 3 de noviembre de 2006.

Plantea, de esta forma la extinción del poder disciplinario de la Procuración General a su respecto a partir de esta última fecha referida.

La Resolución Nº 94/07 (v. fs. 19) recaída en el Expediente Administrativo P.G. 023/05 fue dictada en 13 de Marzo de 2007 y la Nº 65/08 que rechaza la reconsideración y la extinción del poder disciplinario, en 22 de febrero de 2008. 


La Resolución Nº 65/08 mencionada (v. fs. 30) en sus considerandos refiere que la potestad disciplinaria de la Procuración General no ha cesado, dado que, “…como lo tiene resuelto el Alto Tribunal, en caso de traspaso de agentes y funcionarios de la Jurisdicción Administración de Justicia a la del Ministerio Público, será el órgano donde revistiera al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda (conf. Resol. SCBA del 30/05/2001)…”


Por su parte la accionada en la contestación de demanda y a fs. 994 manifiesta que “…basta tener en cuenta que la conducta que se le reprocha tuvo lugar durante los años 2004 y 2005, y que el sumario se inició por la Procuración General el 25 de febrero de este último año” “…la Resolución del 30/5/01 que declara que la potestad disciplinaria no cesa en caso de traspaso de agentes, no se opone a la Resolución 1.233/01…” sino que la “complementa”

III.- 2.- En razón al pedido cautelar efectuado por el actor y a fs. 52 el infrascripto resolvió hacer lugar al mismo, en atención a que de la resolución Nº 94/07 surge que “…en caso de traspaso de agentes y funcionarios de la Jurisdicción Administración de Justicia a la del Ministerio Público, será el órgano donde revistiera al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda” sostuve: “Por lo que sin que implique pronunciarme sobre el fondo de la cuestión, entiendo que el supuesto previsto en dicha resolución no tiene identidad con el descripto en autos debido a que éste resulta opuesto a aquél ya que en el presente caso el traspaso del actor se produjo de la Jurisdicción del Ministerio Público a la Administración de Justicia.” 

III.- 3.- Como medida para mejor proveer y ante las dificultades para localizar la referida resolución del 30/5/01, dado que no contaba con un número, tal como lo sostuve a fs. 53 vta., resuelvo solicitar a la Suprema Corte de Justicia (Sub Secretaría de Servicios Jurisdiccionales) remita la susodicha resolución.(v. fs. 1045) librando el correspondiente oficio (v. copia de fs. 1046) 

La contestación obra agregada a fs. 1047/1048.

Sin agregar la resolución requerida el Doctor R. Miguel Ortiz, Secretario de Servicios Jurisdiccionales ordena se me haga saber que “no se ha dictado una resolución expresa sino que la cuestión fue tratada en Acuerdo de Ministros y con asistencia del Titular del Ministerio Público, acordándose”…...Sanciones disciplinarias a empleados funcionarios que han pasado de la Jurisdicción administración de Justicia a la del Ministerio Público y viceversa. Analizada la cuestión el Tribunal se expidió manifestando que será el organismo en el que revistiera el agente judicial al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda. En la resolución deberá constar la aquiescencia del organismo en el que se desempeñe a la fecha de su suscripción…”


III.- 4.- De lo transcripto surge que no se cuenta con una resolución. Carecen las Resoluciones 94/ 07 y su consecuente 65/08, entonces, de fundamentación válida.

Aún si existiera, la “resolución virtual” que analizo, tampoco sería aplicable al caso, puesto que hace referencia a: “empleados funcionarios” no a magistrados que es el caso del actor. (véase Considerando de la Resolución Nº 1233 – 6to. Párrafo-)

Aún si existiera una resolución como la que da cuenta el informe de fs. 1047 tampoco sería aplicable puesto que “…deberá constar la aquiescencia del organismo en el que se desempeñe a la fecha de su suscripción…” y en expediente administrativo P.G. 23/05 no consta ninguna “aquiescencia”.


De donde se desprende que la Procuración General ha perdido con respecto a la conducta del actor poder disciplinario a partir de que éste fuera designado juez de garantías en 3 de noviembre de 2006…”.


I.VIII. Considera el sentenciante que la resolución 94/07 recaída en el expediente P.G. 023/05 y su consecuente 65/08, son nulas por incumplirse con el reglamento disciplinario que la propia instrucción sumarial adoptó para el procedimiento administrativo en crisis. Para arribar a dicha conclusión sostuvo:


i) que: “…ni se certificaron los antecedentes del “presunto responsable” –el actor en el caso- ni se tuvieron en cuenta para la graduación de la pena, incumpliéndose con el artículo 36 de la Resolución Nº 1233 y con los artículos 151, 169 inc. 3º, 176, 178, 189, 266, 269, 270, 271, 284 cuater, 284 quinquies, 319, 513 y cc del CPP…”


ii) que “… Se ha impedido que el actor ejerza su debido derecho de defensa al negársele, sin fundamento, la producción de prueba esencial; Se han omitido considerar circunstancias y pruebas determinantes y se han tergiversado las que han servido de fundamento de la sanción. Se ha omitido considerar la falta de antecedentes para la graduación de la pena…”.


iii) que, la resolución 94/07 y la 65/08 son, también nulas por haberse fundado en una reglamentación inexistente por no haber podido nacer en las circunstancias en que lo pretende la Procuración General.

Afirma el sentenciante: “…la “resolución virtual” o “no expresa” como prefiere denominarla el Secretario de Servicios Jurisdiccionales, cuando según se ha transcripto supra refiere que “no se ha dictado una resolución expresa…” (Sic) no solo no reúne ninguno de los requisitos, por caso, referenciados en la Ley 7647 (Arts. 112,103, 104, 107, 108, 109, 120, 121, 122, 123, 124, 125 ss y cc.) sino que la situación excede claramente el marco de la nulidad para configurar una figura nacida de la doctrina, la de la “inexistencia de los actos jurídicos” la de la inexistencia de los “actos administrativos”, dado que la “resolución virtual” no tiene fecha, no tiene firmantes, no tiene fundamentos, carece de formas. La nulidad es una sanción legal contra actos que nacieron viciados. Se trata de actos que cumplen con todos los requisitos para su constitución, pero que por algún vicio se ven perjudicados en su validez, es decir, se ven privados de sus efectos propios. En cambio, cuando un acto se celebra faltándole uno de esos elementos esenciales para que tenga vida, es sólo en apariencia un acto jurídico, razón por la que no se puede hablar de nulidad, sino de inexistencia. (Conf. CC0002 MO 33988 RSD-270-95 S 1-8-1995, Juez SUARES (SD) CARATULA: AIRES ARMANDO s/ CONCURSO PREVENTIVO S/ INC. DE NULIDAD)…” 


En el punto III.4. de su sentencia el a quo afirma que, aún cuando existiera la “resolución virtual” que se analiza, tampoco sería aplicable, puesto que hace referencia a: empleados funcionarios, no a magistrados que es el caso del actor. 


iv) que la legitimidad se encuentra ausente en el Expediente Administrativo N° PG 023/05, al impedir al actor ejercer su defensa, al fundarse sus actos resolutorios en potestades inexistentes y porque también se omitió la razonabilidad, al privilegiar la aplicación burocrática de ciertas premisas (certificado de nacimiento) con apariencia verdadera, desconsiderando otras necesarias (la relación imprescindible entre el certificado y el occiso), lo que derivó fatalmente en conclusiones falsas.

v) que los actos 94/07 y 65/08 fueron dictados como consecuencia de la competencia arrogada por la Procuración General en virtud del acto analizado con anterioridad, cuya inexistencia se evidencia.

Concluye expresando que: “…Es por lo señalado en éste considerando, los anteriores, y lo que surge de los antecedentes reseñados y de la legislación, doctrina y jurisprudencia señalada que la nulidad de las resoluciones atacadas se impone…”.

II. A fs. 1070/1076, la demandada apeló la sentencia de grado agraviándose de la misma, en cuanto hizo lugar a la demanda declarando la nulidad de las resoluciones 94/07 por la que la Procuradora General de la Suprema Corte de Justicia aplicó al demandante la sanción correctiva de “apercibimiento grave” al actor, y resolución 65/08 por la que el Fiscal del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires desestimó su recurso de reconsideración.

Manifiesta que el recurso es formalmente admisible ya que están reunidos los requisitos de la legislación procesal (arts. 55 a 59 del CCA).  

A continuación, de fs. 1070 vta. a 1073 vta., refiere los “ANTECEDENTES RELEVANTES DE LA CUESTIÓN CONTROVERTIDA”: “De los expedientes agregados a esta causa, surgen los siguientes elementos de juicio relevantes, cuya ponderación estimo insoslayable”.

De fs. 1073 vta. a fs. 1075, considera “los fundamentos jurídicos del recurso de apelación”, analizando lo que el a quo trató como el acto viciado de arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta, reseñada en el punto I.VI de estos antecedentes:

“…1) Ninguna de las defensas desarrolladas por el accionante, y tampoco los argumentos que menciona ahora el juez a quo, permiten justificar –siquiera mínimamente- la detención del menor D. R. R. durante casi (1) un año en un establecimiento carcelario para mayores, lo que provocó finalmente su muerte el 7 de enero de 2005.- Como con indudable acierto se indicó durante la instrucción, el Agente Fiscal C. no fue el único responsable de tan lamentable suceso, atento que también están involucrados magistrados y defensores oficiales.- Sin embargo en lo que respecta a él, no cabe duda que por haber estado a cargo de las investigaciones que llevaron a la detención de R. (conf. Arts. 267,266.4, 319 y conc. Del C.P.P.; causas 1.765, 1322 y 1939), debió haberse preocupado –especialmente- por evitar que ocurriera tan lamentable hecho. 2) Está por demás probado, por l menos a criterio de esta representación fiscal, con las constancias obrantes en los expedientes de esta causa, que era factible averiguar con certeza la correcta edad del menor. En tal sentido, reitero que se logró acreditar tal extremo en tan solo tres (3) días, luego de producirse su fallecimiento. Ello, no sólo con su partida de nacimiento, sino por los dichos de su madre, que fueron concordantes con otras pruebas similares, que obraban en las causas penales en trámite. No obstante carecer de certeza sobre la exacta edad  del menor, el Agente Fiscal C. lo mismo que los otros funcionarios judiciales OMITIERON PRACTICAR TODAS LAS MEDIDAS QUE ESTABAN A SU ALCANCE para evitar que fuese alojado en una unidad carcelaria para mayores durante casi un (1) año. 3) En efecto, NO SE PREOCUPARON EN ABSOLUTO, PORQUE SU PARTIDA DE NACIMIENTO, FUERA AGREGADA A LAS CAUSAS PENALES.- Ello, no obstante que eran exactos los datos brindados por el menor en cuanto a la identidad de sus progenitores, lo mismo que con relación a su propio nombre…” 

Respecto de los vicios en el procedimiento que el a quo considera en su sentencia para fundar también la nulidad del acto, dice la demandada en el punto 9): “Otro de los argumentos que utiliza el juez a quo para eximir de responsabilidad al actor, consiste en sostener que no pudo probar que R. no era quien figura el certificado de nacimiento. Ello, atento que en el sumario administrativo se consideró improcedente la prueba que había ofrecido, lo que considera que colocó al actor en una situación de supuesta indefensión.- Sin embargo, evidentemente, la prueba ofrecida por el actor era totalmente irrelevante, pues tampoco fue producida en esta causa judicial. De modo que tuvo razón. Tampoco permiten anular las resoluciones impugnadas, los insignificantes defectos en el trámite, que cree advertir el juez a quo en su sentencia, también para procurar eximir eximirlo de toda responsabilidad. En especial, cuando aduce que debieron compulsarse los antecedentes del accionante, para poder graduar la pena. Es que este defecto de haber existido, jamás podría permitir arribar a semejante conclusión. Máxime cuando sólo se aplicó la leva sanción de apercibimiento”. 

El apelante a fs.1075 vta. y 1076 dice textualmente respecto de lo resuelto por el a quo en el punto III de su sentencia “Nulidad por incompetencia”: “ 10) En otro orden de cosas, también debió desestimarse por el juez a quo, el argumento del actor referido a que la Procuración General perdió su potestad disciplinaria, cuando fue designado Juez de Garantías en lo Criminal y Correccional de San Isidro. En tal sentido, basta tener en cuenta que la conducta que se le reprochó tuvo lugar durante los años 2004 y 2005, y que el sumario se inició por la Procuración General el 25 de febrero de este último año. De ahí que su posterior designación como juez ocurrida el 3 de noviembre de 2006, jamás pudo impedir válidamente que se investigue y sancione su conducta, que tuvo lugar cuando se desempeñó como agente fiscal. Es que la potestad disciplinaria no se extingue cuando un agente deja de prestar servicio (o bien cambie de funciones.- 11) En igual sentido, enseña Miguel S. Marienhoff con meridiana claridad que la extinción de de la relación de empleo, no extingue la sanción disciplinaria. Por ello, sostiene que puede aplicarse sin inconveniente una sanción administrativa a un ex – agente público, por hechos ocurridos cuando estuvo en actividad (ob.cit, tomo III-B, págs.. 463/464).- En igual dirección, el Estatuto general de los empleos públicos bonaerenses (ley 10.430),de aplicación analógica al sub lite (conf. Arts. 16 del Código y 171 de la Constitución local), prescribe en su art. 90 inc. b) que el poder disciplinario se extingue por la desvinculación del agente de la Administración, no obstante lo cual se autoriza –expresamente- a modificar la causal de cese con una sanción expulsiva. De modo que en rigor se puede sancionar. En suma, la doctrina, legislación y jurisprudencia son coincidentes en sostener (incluso para la S.C.B.A., véase el informe del Dr. R. M. Ortiz), contrariamente a lo que aduce el demandante, lo mismo que el juez a quo en su sentencia, puede válidamente aplicarse una sanción en estos casos. Y esto es así, se haya dictado efectivamente o no la Resolución S.C.B.A. del 30/5/01, la cual no pudo der ubicada por aquel funcionario judicial. De todos los fundamentos precedentes, resulta ineludible concluir que la sentencia recurrida debe revocarse, atento que los actos administrativos cuestionados en su demanda, no merecía ningún reproche en cuanto a su legitimidad”.

Finalmente hace reserva del caso federal.

III. A fs. 1079/1083 la actora contesta traslado y hace reserva el caso federal.

Manifiesta, en primer lugar, que si bien el recurso de apelación contiene en apariencia los recaudos formales para su admisibilidad “…en el fondo de la cuestión introducida en el escrito en responde, se advierte la ausencia de la crítica razonada y concreta del fallo dictado por el Sr. Juez de Grado, tal como lo prevé el inciso 3 del artículo 56 del C.C.A., motivo por el cual entiende esta parte que el recurso deberá ser declarado inadmisible y así, entonces, confirmarse la sentencia de Primera Instancia”.

Respecto del reproche de la demandada en cuanto a la averiguación de la edad de R., entiende la actora, que ya fue rebatido de manera suficiente por el a quo en el punto II. 3 de la sentencia que fuera acreditada en tres días la identidad de R., que no encuentra acreditada la identidad del occiso, que no existen huellas dactilares, que la partida de nacimiento no es elemento suficiente, que el detenido falseó su identidad y que en el sumario se le impidió a la actora producir prueba en su defensa. Esta parte de la sentencia, sostiene la actora tampoco ha sido rebatida en la apelación.

Respecto de la pérdida de la facultad sancionatoria de la Procuración por haber sido el actor designado Juez de Garantías con anterioridad al dictado de la resolución, centra su crítica sosteniendo la aplicación analógica del Estatuto del empleado público. Sostiene: “Al respecto es menester considerar el fundamento que expone el Sr. Juez de Instancia, cuando expone que procede la analogía cuando se trata de empleado públicos y no como en el caso de autos en Magistrados (sean jueces o Fiscales). Sorprende a esta parte que nada haya expuesto la contraria con relación al resultado de la medida para mejor proveer ordenada por el Dr. Servin, respecto de la ausencia de normas relacionadas con ello. Su simple lectura me eximiría de mayores comentarios… al no existir una norma expresa (y no “virtual” como bien la denomina el Sr. Juez de Primera Instancia) la Procuración de la Corte de Justicia perdió su potestad disciplinaria a mi respecto, pues ya no dependo orgánicamente de ella. El sumario debió haberse concluido antes de mi designación como Juez de Garantías o al menos haberse formulado oposición para ser designado en el cargo de mención. Nada de eso ocurrió…”
   Solicita la confirmación de la sentencia y efectúa la reserva del caso federal.

   IV. A fs. 1084vta. fueron recibidas las actuaciones en esta sede, efectuándose la admisibilidad del recurso a fs. 1086 y vta.

   Los autos se encuentran en estado de dictar sentencia y, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Jorge Augusto Saulquin, Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri, el tribunal determinó la siguiente cuestión a resolver: 

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada el Señor Juez Jorge Augusto Saulquin dijo: 


  1) Sentados los antecedentes del pleito, corresponde revisar, en primer lugar, el orden en que el a quo ha tratado la cuestión y en que han sido expuestos los agravios por la demandada.


2)  El a quo trata, en el orden siguiente, las tres cuestiones centrales que considera se ventilan en este proceso: 


i) la nulidad de las resoluciones de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 94/07 del 13 de marzo de 2007 y 65/08 del 22 de febrero de 2008 que rechazara el recurso de reconsideración contra la primera, por contener vicios de arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta en lo que respecta a su causa o motivación;


   ii) la nulidad de las referidas resoluciones por incompetencia del órgano que las emitió;


  iii) el tratamiento sobre la validez de las resolución 94/07 y su consecuente 65/08 por incumplimiento de las pautas fijadas por la propia resolución 1233 en que la instrucción sustenta su procedimiento sumarial.


   3) Considero, que en la medida que el análisis del vicio en la competencia de los actos impugnados reviste entidad dirimente, en caso de sostenerse su configuración en la especie,  corresponde, a efectos de brindar un adecuado tratamiento de las cuestiones a resolver,  modificar el orden del tratamiento otorgado por el a quo. Todo ello, sobre la base que los tres aspectos centrales del decisorio han merecido crítica por parte del apelante.

 En ese contexto, en primer lugar corresponde abordar el punto ii): “….la nulidad de las referidas resoluciones por incompetencia del órgano que las emitió…”.

  En segundo lugar, en el caso de ser desechada la nulidad por incompetencia planteada o que el vicio no tenga entidad de acarrear la nulidad absoluta y pudiera ser subsanado, recién correspondería tratar el cuestionamiento al procedimiento que el a quo analiza en el punto: iii) “…el tratamiento sobre la validez de las resolución 94/07 y su consecuente 65/08 por incumplimiento de las pautas fijadas por la propia resolución 1233 en que la instrucción sustenta su procedimiento sumarial…”.

  Y, por último, para el supuesto, que los vicios de procedimiento no tuvieran la entidad de haber puesto en estado de indefensión a la aquí actora, que no se hubiese afectado el derecho de defensa y no pudiera ser subsanado en sede judicial, recién correspondería el tratamiento del punto de la sentencia: i) “…la nulidad de las resoluciones de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 94/07 del 13 de marzo de 2007 y 65/08 del 22 de febrero de 2008 que rechazara el recurso de reconsideración contra la primera, por contener vicios de arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta…”

  4) Como se anticipara, inicialmente me adentraré en el análisis del agravio vinculado al planteo de nulidad por vicio en la competencia en las resoluciones cuestionadas. 

 a) Para ello, tengo en cuenta como ha sido tratado este aspecto en el sumario administrativo, que fuera iniciado con motivo de la remisión del señor Fiscal General del Departamento Judicial de Junín de copias de la IPP n° 861/05 caratulada: “R. D. R. s/suicidio” que tramitaron en la UFI n° 5 de ese Departamento Judicial.

Las actuaciones administrativas mencionadas fueron instruidas por la Procuración General que lleva el número 23/05, “Junín, Fiscalía de Cámaras. Eleva Fotocopias I.P.P. 861/05 ref. actuación Agente Fiscal Dr. R. J. C.”, que tengo a la vista  y del mismo surge que:

i) A fs. 16/79 corre agregado el informe previsto por el artículo 16 de resolución 1233, que eleva el Prosecretario de Control Interno de la Procuración General, Dr. Ignacio J. Perrino, con fecha 14 de septiembre del 2005. 

En el mismo concluye que “El desempeño del Sr. Agente Fiscal Dr. R. J. C.… encuentra reproche “prima facie” con lo normado por el art. 1° del Acuerdo 1887, debido a la afectación de la eficacia del Servicio de Administración de Justicia…”

En consecuencia, se convierten los obrados en sumario administrativo y se ordena correr vista del mismo a los efectos de que se efectúe el descargo correspondiente y se ofrezca prueba.

ii) A fs. 171/182, con fecha 10 de noviembre del 2005 el Dr. C., en ese entonces Fiscal titular, efectúa el correspondiente descargo, ofrece prueba, y solicita se lo exima de cualquier responsabilidad.     

iii) A fs. 159/161, con fecha 13 de marzo del 2007, la Procuradora General de la Suprema Corte de Justicia dictó la Res. N° 94/07 y que resuelve -entre otros-: “Artículo 1°)  Aplicar la sanción correctiva de APERCIBIMIENTO GRAVE al señor Agente Fiscal del Departamento Judicial San Isidro, Dr. R. J. C. (art. 1°, “c” del Ac. 1887, según Ac. 3159)…”. 


 iv) A fs. 164/167, consta oficio dirigido al señor Fiscal General del Departamento Judicial de San Isidro, a los efectos de solicitarle que tenga a bien notificar al señor Agente Fiscal Dr. R. J. C. la Res. 94/07, que se acompaña en copia certificada.


 v) A fs. 168 obra la siguiente constancia “Por recibido, toda vez que el Dr. R. C. ha dejado de prestar servicios en el ámbito de este Ministerio Público Fiscal desde el 3 de noviembre de 2006, fecha en que prestó juramento ante la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías cubriendo el cargo vacante de Juez en el Juzgado de Garantías nro. 1, Departamental, devuélvase las presentes actuaciones al Sr. Prosecretario de Control Interno de la Procuración General, Dr. Ignacio Perrino, a sus efectos.- Sirvan las presentes líneas de atenta nota de envío. Fiscalía General, 29 de marzo de 2007. Julio Alberto Novo. Fiscal General. Dto. Judicial San Isidro”.


 vi) A fs. 173 corre oficio dirigido al Señor Juez de Garantías del Departamento Judicial de San Isidro, Dr. R. J. C., con el objeto de notificarle la Res. 94/07 con copia de la misma.


 vii) A fs. 190/193 el Dr. C. interpone recurso de reconsideración y hace reserva.


 En lo que se refiere a la cuestión de competencia planteó que a su juicio “…la potestad disciplinaria de la Sra. Procuradora General, ejercida en la sanción resuelta con fecha 13 de marzo de 2007, habría cesado en lo que a este Magistrado se refiere, con fecha 03 de noviembre del año 2006, fecha en la cual concluyó mi función como Fiscal integrante del Ministerio Público Fiscal integrante del ministerio Público Fiscal de la Pcia. de Bs. As. Y asumí como Juez de Garantías en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de San Isidro, situación que debía resultar conocida por V.E., desde que fuera la propia Comisión de Acuerdos de la Cámara de Senadores de esta Pcia., quien requirió informes a mi respecto, en orden al pliego remitido por el Sr. Gobernador Ing. Felipe Solá y por lo demás mi alejamiento del cargo fue debidamente notificado al Sr. Fiscal General de San Isidro Dr. Julio A. Novo…”.

viii) A fs. 198, y vta. corre agregada la Resolución 65/08, de fecha 22 de febrero de 2008, por la que se rechazan los recursos de reconsideración interpuestos y que: “…respecto a la cuestión preliminar articulada por el Dr. C. debe señalarse que, la potestad disciplinaria de esta Procuración General no ha cesado, toda vez que como lo tiene resuelto el Alto Tribunal en caso de traspaso de agentes y funcionarios de la Jurisdicción Administración de Justicia a la del Ministerio Público, será el órgano donde revistiera al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda (conf. resol. SCBA del 30/05/2001)…” (el destacado no está en el original). 


b) Ya analizado el sumario administrativo, entiendo de importancia para la cuestión en tratamiento las siguientes actuaciones que se desprenden del juicio de autos:

i) A fs. 1045, el a quo suspende el llamamiento de autos para sentencia y de conformidad a lo dispuesto en el art. 36 inc. 2 del CCA, y a los efectos de mejor proveer ordena se libre oficio al Superior tribunal (Sub Secretaría de Servicios Jurisdiccionales) “…a fin de que remita la Resolución dictada  con fecha 30 de mayo de 2001 en relación a la potestad disciplinaria de la Procuración General en caso de traspaso de agentes…”.

ii) A fs. 1048 se encuentra agregada nota remitida al señor Juez actuante, en la que M. Carolina Lozano, Prosecretaria de la Subsecretaría de Servicios Jurisdiccionales, dice que por disposición superior y con relación al requerimiento formulado le remite adjunto, para su conocimiento, ”…fotocopia certificada de la Resolución n° 425/10…”.

iii) A fs. 1047, está agregada la copia certificada referida en la nota indicada arriba, de fecha 12 de julio de 2010, por la que el Secretario de Servicios Jurisdiccionales de la Suprema Corte de Justicia Dr. R. Miguel Ortiz, ordena se haga saber al Dr. J. Abelardo Servín que “…en relación a la potestad disciplinaria de la Procuración General en caso de traspaso de agentes, no se ha dictado una resolución expresa sino que la cuestión fue tratada en Acuerdo de Ministros y con asistencia del Titular del Ministerio Público, acordándose “… Sanciones disciplinarias a empleados funcionarios que han pasado de la Jurisdicción administración de Justicia a la del Ministerio Público y viceversa. Analizada la cuestión el Tribunal se expidió manifestando que será el organismo en el que revistiera el agente judicial al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda. En la Resolución deberá constar la aquiescencia del organismo en el que se desempeñe a la fecha de su suscripción…” Regístrese. R. Miguel Ortiz Secretario. Registro de Subsecretaria de Servicios Jurisdiccionales N° 000425” (la negrita no corresponde al original, la cursiva sí).

iv) A fs. 1048 el a quo provee con fecha 2/8/10 “…Por recibido, agréguese la contestación efectuada por la Secretaría de la Corte Suprema y hágase saber…”. A fs. 1050/1052 corren sendas cédulas de notificación por las que las partes son notificadas del auto arriba indicado.

c) De la reseña de antecedentes precedente cabe formular las siguientes apreciaciones: 

(i)  No surge observación alguna por parte de la demandada respecto del instrumento cuya copia certificada luce a fs. 1047. 

(ii) No consta que el Superior Tribunal haya prestado su conformidad con la prosecución del sumario administrativo, a partir del momento en que el Dr. C. pasa a revistar como Juez, de la lectura de la resolución N° 94/07 por la que se le impone al actor el apercibimiento, ni de la resolución N° 65/08 por la que se le rechaza el recurso de reconsideración.

iii)  No surge denuncia del Ministerio Público por la cual se haya comunicado que el agente C. haya dejado de pertenecer a esa jurisdicción. Asimismo, no existe presentación alguna de las partes que indiquen el cambio de jurisdicción en el sumario administrativo, ni aún al momento de dictarse la resolución 94/07. 

iv) Recién esta circunstancia se incorpora al sumario con fecha  29 de marzo de 2007 (fs. 168), cuando el Fiscal General del Departamento Judicial de San Isidro, al requerírsele que notifique al Dr. C. la Res. N° 94/07, informa que aquel ha dejado de prestar servicios como Fiscal desde el 3 de noviembre del 2006, fecha en que prestó juramento como Juez a cargo del Juzgado de Garantías Nº 1 departamental.

Este extremo es denunciado por el Dr. C. a fs. 190 en el escrito de reconsideración donde plantea la cuestión de competencia.  

d) Sentado ello, corresponde tener en cuenta la normativa aplicable:
(i) La Constitución de la Provincia de Buenos Aires, reformada año 1994, en lo que interesa al caso prevé:

“La Suprema Corte de Justicia hará su reglamento y podrá establecer las medidas disciplinarias que considere conveniente a la mejor Administración de Justicia” (art. 164)

 “El Ministerio Público será desempeñado por el procurador y subprocurador general de la Suprema Corte de Justicia; por los fiscales de Cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera instancia. El procurador general ejercerá superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio Público (art. 189).-.

(ii) A su turno, la ley 12.061 (ley del Ministerio Público), en su art. 12 establece que: “El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia es responsable del adecuado funcionamiento del Ministerio Público, en cuyo ámbito ejerce funciones de superintendencia”. 

(iii) Por su parte, el Acuerdo SCBA 1887 (del 11/9/79, texto según Acuerdo 3159, 18/8/2004)) en su art. 1 prevé que: ”Las faltas cometidas por los magistrados y funcionarios del Ministerio Público, que puedan comprometer el prestigio y la eficacia de la administración de justicia, según su gravedad y previa actuación administrativa, serán susceptibles de las siguientes sanciones: a) Llamado de atención u observaciones; b) Apercibimiento; c) Apercibimiento grave; d) Reprensión”;
El art. 2 (texto según Acuerdo 3159) prescribe: “Las faltas en que incurran los funcionarios del Poder Judicial, previa actuación administrativa, serán sancionadas con: a) Llamado de atención u observación;  b) Apercibimiento; c) Apercibimiento grave; d) Suspensión de hasta treinta días; e) Cesantía; 
f) Exoneración”.

(iv) Continuando con esta reseña, cabe reparar en la Resolución de la Procuración General 1.233/01 (Reglamento de Procedimiento disciplinario para los miembros del Ministerio Público). Dicho reglamento prevé, en su art. 1º que “Se regirán por las disposiciones del presente las investigaciones tendientes a determinar la responsabilidad administrativa de magistrados, funcionarios y empleados del Ministerio Público por incumplimiento de leyes, acuerdos o resoluciones e instrucciones de la Procuración General que regulen su función o instrucciones impartidas por los restantes magistrados integrantes del Ministerio Público”.

El art. 44 determina que: “La facultad disciplinaria se extingue por las siguientes causa….b) Por su desvinculación del Poder Judicial, salvo que tuviere sumario en trámite y la sanción que se adopte pudiere responder a causas distintas a las del cese”.


(v) Por acuerdo 3354 de la SCBA, de fecha 31 de octubre del 2007, se aprueba un nuevo Reglamento Disciplinario para Magistrados, Funcionarios. Su art. 1 prevé: “El ejercicio de la potestad disciplinaria y la aplicación de sanciones a los magistrados que no correspondieren al régimen de la ley 13.661, así como a los funcionarios y a los agentes del Poder Judicial de planta permanente, cualquiera sea su agrupamiento y categoría, se regirá por las disposiciones del presente reglamento”.

En su art. 6º prescribe que “Las sanciones disciplinarias por las faltas en que incurran los magistrados, que comprometan el prestigio y la eficacia de la administración de justicia, según su gravedad, son las siguientes: a) Llamado de atención. b) Prevención.  c) Apercibimiento. d) Reprensión”.


(vi)  Cabe señalar, en este racconto, la ley 13.661, por la cual se establecen las normas de procedimiento para el enjuiciamiento de magistrados y funcionarios.


(vii) Por último, se debe tener en cuenta el informe del Secretario de Asuntos Jurisdiccionales del Superior Tribunal, respecto al Acuerdo del 30/5/2001: “…en relación a la potestad disciplinaria de la Procuración General en caso de traspaso de agentes, no se ha dictado una resolución expresa sino que la cuestión fue tratada en Acuerdo de Ministros y con asistencia del Titular del Ministerio Público, acordándose “… Sanciones disciplinarias a empleados funcionarios que han pasado de la Jurisdicción administración de Justicia a la del Ministerio Público y viceversa. Analizada la cuestión el Tribunal se expidió manifestando que será el organismo en el que revistiera el agente judicial al momento del hecho el encargado de instruir el sumario y aplicar la sanción que corresponda. En la Resolución deberá constar la aquiescencia del organismo en el que se desempeñe a la fecha de su suscripción…” Regístrese. R. Miguel Ortiz Secretario. Registro de Subsecretaria de Servicios Jurisdiccionales N° 000425”.
5) Expuestos los antecedentes y la normativa aplicable, reparo inicialmente en la debilidad de los fundamentos articulados en la expresión de agravios expuesta por el apelante con relación a este punto. 

En efecto, la recurrente se limita a señalar que la conducta imputada en el sumario administrativo seguido con el actor se produjo con anterioridad a su acceso al cargo de juez, y a remarcar citas doctrinarias y prescripciones de la ley 10430 referidas a la extinción del poder disciplinario, destacando por último que el informe de fs. 1047 corrobora esa tesitura.


No controvierte, puntualmente, el impugnante el análisis y conclusiones vertidas por el a quo en el consid. III.4. del decisorio apelado, que abonan la falta de competencia del organismo sancionador al momento que el actor fuera designado Juez de Garantías (el 3/11/06).


Cabe recordar que, la fundamentación exigida por el art. 56 inc 3º CCA y 260 CPCC  exige que la crítica sea concreta, lo cual significa que la parte debe seleccionar del discurso aquel argumento que constituya la idea dirimente y que forme la base lógica de la decisión. Efectuada la labor de comprensión, incumbe luego a la parte la tarea de demostrar cuál es el punto del desarrollo argumental en que se ha incurrido en un error en sus referencias fácticas o en su interpretación jurídica –dando bases del distinto punto de vista- que lleva a desacierto ulterior concretado en la sentencia. Cuando el litigante sólo manifiesta su disconformidad o discrepancia subjetiva con lo decidido, sin demostrar cuáles han sido los errores incurridos en el decisorio, queda invalidado por falta de instrumental lógico de crítica antes que por la solidez de la decisión que impugna (en tal sentido, esta Cámara in re causa Nº 7/04 “Mendoza, Mariano Héctor c/ Municipalidad de Pilar s/amparo”, del 3-IX-2004, Expte. Nº 810/06 “Gurisatti, María Cristina s/ amparo” del 19-X-2006, Expte. Nº 1440/08 “Di Santo, Salvador c/ Municipalidad de La Matanza s/ pretensión declarativa de certeza” del 30-IV-2009, y Expte. Nº 2061/10 “Quevedo, Rubén Vicente c/ Municipalidad de San Isidro y/o otro s/ daños y perjuicios” del 20-V-2010, entre otros).


Pese al déficit en la técnica recursiva  observado, se advierte un mínimo agravio, lo cual, sumado a la relevancia que reviste establecer si quien dictó los actos sancionatorios impugnados detentaba o no competencia para hacerlo, torna necesario su tratamiento (arg. cfr. CCCom. San Martín, C. nº 50080, 27-XII-2001, Conf. esta Cámara en la causa “Bogado” del 3/4/08, entre otras). 



6) Sentado ello, señalaré que la Resolución MP 94/07, en cuanto aplica un apercibimiento grave al Dr. C. se funda en el art. 1 inc. “c” del Ac. 1887, según Ac. 3159;   

 
Resulta importante destacar que el Ac. 1887 -según Ac. 3159-, refiere a dos sujetos posibles de ser imputados: a) Funcionarios del poder judicial, -en el sentido estricto no incluido el Ministerio Público- y b) Magistrados y funcionarios del Ministerio Público.


Entiendo que esta diferenciación –respecto del Poder Judicial stricto sensu, no alude a los magistrados- no es por olvido o casualidad; sino que la resolución predica diferentes alternativas sancionatorias según la índole del sujeto que se trate.


En efecto, en el caso del poder judicial, las sanciones pueden llegar hasta la exoneración. Y esto solo puede ser posible para el caso de los sumarios a empleados y funcionarios, pero no a jueces. Obsérvese que el punto I del Ac. 3159, modificatorio del Ac. 1887, claramente establece ese deslinde:_”Las faltas cometidas por los magistrados y funcionarios del Ministerio Público, que puedan comprometer el prestigio y la eficacia de la administración de justicia, según su gravedad y previa actuación administrativa, serán susceptibles de las siguientes sanciones: a) Llamado de atención u observación; b)Apercibimiento; c) Apercibimiento grave; d) reprensión. Art. 2: Las faltas en que incurran los funcionarios del Poder Judicial, previa actuación administrativa, serán sancionadas con: a) Llamado de atención u observación; b) Apercibimiento; c) Apercibimiento grave; d) suspensión de hasta treinta días; e) cesantía; f) exoneración”..


Cabe reparar en que a la fecha en que la actora asume como juez -3/11/06- la normativa vigente era el Ac. 1887 -según Ac. 3159-; por lo cual, los magistrados del poder judicial (a excepción de los Ministros de la SCBA, cfr. art. 73 y dictes CPBA) solo les cabía el mecanismo de remoción establecido en el art. 182 de la Constitución provincial (cfr. ley 13661 BO del 26/4/07 y promulgada por Decreto 646/07 del 14/04/07). 


En ese orden de ideas, resulta insoslayable que el actor juró como Juez de Garantías el 3/11/06 en orden a sostener la falta de competencia del organismo sancionador. Ello, en la medida que, del cotejo con las disposiciones aplicables - Ac. 1887, según Ac. 3159- que el mismo órgano refirió en los actos impugnados, no habilitaba la aplicación de sanciones al actor, en su condición de magistrado judicial. 


Cabe poner de relieve que “en el orden jurídico administrativo, la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales, a tal punto que aquélla no se configura como un límite externo a esa actuación sino, antes bien, como un presupuesto de ella, en virtud de la vinculación positiva de la Administración al ordenamiento jurídico, que debe autorizar a sus organismos para actuar en forma expresa o razonablemente implícita” (Fallos: 331:1382 254:56; 307:198 y 328:651, voto del juez Belluscio).

La competencia es el elemento subjetivo del acto, pues señala el conjunto de reglas que rigen la actuación y facultades del órgano administrativo (cfr. Hutchinson Tomas, Régimen de Proced. Administrativos, Ed. Astrea, 4 Ed. P. 84, entre muchos otros); siendo que la misma debe analizarse a la fecha de la sanción del acto administrativo (CNCAF Sala II “Wag S.A.” del 15/4/93, LL 1993-D-391, cit. por Hutchinson, ob cit.).

Tampoco es menor el hecho que dicha falta de competencia no podría ser subsanada aún con la conformidad de la SCBA (cfr. la “aquiescencia” a la cual se refiere en el informe del Secretario de la SCBA Dr. Ortíz, fs. 1047), toda vez que si la propia Corte, a ese entonces, carecía de competencia para dictar ningún tipo de sanción a los magistrados judiciales, es de suyo que tampoco podía prestar conformidad para que otro lo hiciera. 

Y, asimismo, cabe descartar que por aplicación del reglamento de la Procuración General 1.233/01 (Reglamento de Procedimiento disciplinario para los miembros del Ministerio Público), en cuanto alude, en su art. 44, a la continuidad del sumario -aún cuando haya dejado de pertenecer al organismo- comprenda al caso de autos, toda vez que, si bien el actor dejó de pertenecer al Ministerio Público, pasó a ser magistrado judicial, resultando  proyectables, en consecuencia, las conclusiones vertidas en párrafos precedentes.  


7) Por todo lo expuesto, concluyo en que los actos sancionatorios impugnados en la especie resultan nulos de nulidad absoluta e insanable, toda vez que el organismo que los dictó carecía de competencia. 


En consecuencia, por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada, y siendo que el tratamiento brindado en los considerandos precedentes abastece en forma suficiente la solución del caso, en tanto se concluye en la verificación de un vicio esencial de los actos con entidad per se dirimente, deviene innecesario tratar el resto de los agravios. 


8) En suma propongo: 1) rechazar la apelación interpuesta y declarar la nulidad de las Resoluciones PG 94/07 y PG 23/05 por carecer de competencia la  Procuración General a la fecha en que fueron dictadas, confirmando la sentencia recurrida por los fundamentos aquí dados; 2) no tratar el resto de los agravios por el modo en que se resuelve el caso. 3) imponer las C.s por su orden (art. 51 CCA); 4) diferir la regulación de los honorarios para el momento procesal oportuno (cfr. art. 31 Dec ley 8904).ASÍ LO VOTO.
Los Sres. Jueces Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri adhieren al voto precedente, con lo que se dio por terminado el acuerdo dictándose la siguiente 




S E N T E N C I A

En virtud del resultado del acuerdo que antecede este Tribunal RESUELVE: 1) Rechazar la apelación interpuesta y declarar la nulidad de las Resoluciones PG 94/07 y PG 23/05 por carecer de competencia la  Procuración General a la fecha en que fueron dictadas, confirmando la sentencia recurrida por los fundamentos de este tribunal; 2) No tratar el resto de los agravios por el modo en que se resuelve el caso; 3) Imponer las costas por su orden (art. 51 CCA); 4) Diferir la regulación de los honorarios para el momento procesal oportuno (cfr. art. 31 Dec ley 8904). Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.
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